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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN

Medellín, doce (12) de junio de dos mil quince (2015)

	Radicado:
	05001 33 33 004 2013-00943 00

	Medio de Control:
	REPARACIÓN DIRECTA

	Demandante:
	Luz Marina Marín Salazar

	Demandado:
	-INVIMA
-MINISTERIO DE SALUD.

	Asunto:
	Se declara en forma oficiosa la caducidad para incoar el medio de control.


ANTECEDENTES

Tras la corrección de la demanda del epígrafe, formulada por Luz Marina Marín Salazar contra el INVIMA y el Ministerio de Salud y Protección Social, el Juzgado la admitió, ordenó la notificación y se fijó fecha para la audiencia inicial.

Ya desde la inadmisión de la demanda el Despacho había advertido cierta inconsistencia en los hechos –ver corrección hecho 17-, de cara al análisis de la oportunidad para incoar el medio de control.
A su turno, si bien la demanda fue corregida y posteriormente llevado el asunto a la audiencia inicial, en aras de posibilitar un mayor debate para ventilar la caducidad, consideró el Juzgado procedente diferir la decisión para el momento del fallo definitivo y de esa manera desarrollar los principios del debido proceso, celeridad y economía procesal.
No obstante el apoderado de la parte demandante interpuso recurso de apelación contra el auto por medio del cual se declaró la falta de legitimidad en la causa por pasiva, en favor del Ministerio de Salud, razón por la cual debe ser enviado el proceso ante la segunda instancia, en aras dirimir lo concerniente a la participación del Ministerio en el litigio.

Sin embargo, en criterio del Juzgado el envío del proceso a la segunda instancia, para que se pronuncie respecto de la falta de legitimación en la causa por pasiva, más no por la caducidad del medio de control, deviene en una potencial falta de celeridad y economía procesal, que era precisamente lo que se pretendía evitar en este proceso, de cara al control temprano de los vicios que en el mismo se puedan suscitar.

En esa línea en aras de revertir la situación adversa en el desarrollo del consecutivo, se hace necesario que el Juzgado se pronuncie respecto de la caducidad por no incoar en tiempo la demanda, y de esta manera se posibilite un solo pronunciamiento del ad quem, respecto de la caducidad y la falta de legitimación en la causa por pasiva.

Así, el Despacho asume esta opción procesal; también con desapego al exceso de ritualismo, y por el contrario, se insiste, por economía procesal, ahora en esta etapa temprana del proceso cuando se daría inicio al recaudo próximo de pruebas que podrían generar desgastes innecesarios para las partes. Más aún, cuando el asunto fue debatido desde la audiencia inicial y en la misma se anunció que en cualquier momento era revisable y objeto de pronunciamiento respecto de la caducidad. Finalmente no es posible aplicar el contenido del artículo 180-6, referente a la eventual suspensión de proceso por pruebas cuando dentro del consecutivo las hay suficientes para decidir. 
Encuentra respaldo esta opción procesal, en el auto del 09 de abril de 2014, proferido por la Sección Segunda Subsección A, dentro del radicado 27001-23-33-000-2013-00347-01 (0539-14), M.P. Dr. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, en el cual se hizo las siguientes recomendaciones: 

“Sugiriendo para futuras oportunidades, que en un mismo acto se agoten todas las etapas previstas por el artículo 180 de la Ley 1437 de 2011 y tan sólo al final de la audiencia, se pronuncie sobre la concesión de los recursos que se hubieren interpuesto, si a ello hubiere lugar, en aras de dar efectiva aplicación a los principios de celeridad y economía procesal”

Dicho lo anterior, procede el Juzgado a avocar la caducidad del medio de control y a dejar sin efecto el auto por medio del cual se difirió su decisión para cuando se profiera el fallo definitivo.

CONSIDERACIONES
1. La caducidad de la acción. En torno al asunto de la caducidad ha sido abundante el pronunciamiento de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, en especial de su máxima instancia, el Consejo de Estado.
En lo que corresponde a la naturaleza de esta institución se ha dicho que la misma es una carga para los asociados, que busca preservar el principio de seguridad jurídica y se impone como un castigo para quien en tiempo no acude al aparato judicial ofrecido para dirimir sus controversias judiciales.

Al respecto el Consejo de Estado
, tiene dicho:

“Es decir, las normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar en todo ordenamiento, en el sentido de impedir que situaciones permanezcan en el tiempo, sin que sean definidas judicialmente. En otros términos, el legislador establece unos plazos razonables para que las personas, en ejercicio de una determinada acción y, con el fin de satisfacer una pretensión específica, acudan al aparato jurisdiccional a efectos de que el respectivo litigio o controversia, sea resuelto de manera definitiva por un juez de la república con competencia para ello. 
Así las cosas, es la propia ley la que asigna una carga
 a los integrantes del conglomerado social para que, ante la materialización de un determinado hecho, actúen con diligencia en cuanto a la reclamación efectiva de los derechos reconocidos sustancialmente por las disposiciones jurídicas que de dichos supuestos fácticos se desprenden, sin que las partes puedan convenir en su desconocimiento, modificación o alteración.”

Por su parte en el caso concreto de la caducidad en los casos de la demanda de reparación directa, de cara al CPACA y la anterior codificación, la misma Corporación ha señalado:

“En ese contexto, la Sala ha señalado, en reiteradas ocasiones
, que el término de caducidad de la acción de reparación directa debe computarse a partir del día siguiente a la fecha en que tuvo ocurrencia el hecho, la omisión o la operación administrativa fuente o causa del perjuicio.  

De otro lado, es posible que, en específicas ocasiones, el daño se prolongue en el tiempo, con posterioridad al momento de acaecimiento de los hechos dañosos que sirven de fundamento de la acción, sin embargo, lo cierto es que ello no puede significar que el término de caducidad se postergue de manera indefinida, por cuanto la norma no consagra dicho supuesto. Es decir, la disposición no establece que el cómputo de la caducidad empieza a correr en el momento en que el daño se concreta por completo, sino que por el contrario determina que el mismo debe empezar a partir del día siguiente al hecho que le sirve de basamento a la pretensión, esto es, la fecha en que acaece el suceso o fenómeno que genera el daño, de no ser así se confundiría a aquél con las secuelas o efectos del mismo.  

Cosa distinta es que la parte demandante sólo haya tenido conocimiento del daño tiempo después de la ocurrencia del hecho, omisión u operación, pues en tales eventos, en aplicación del principio de prevalencia del derecho sustancial sobre el formal (artículo 228 C.P.), el conteo debe iniciarse a partir de la fecha en que la persona -o personas- tuvieron conocimiento del daño; una interpretación contraria supondría cercenar el mencionado derecho fundamental, así como el derecho de acción, y el supuesto lógico de que lo que no se conoce sólo existe para el sujeto cuando lo advierte o se pone de manifiesto.  

Ahondando en el caso preciso de las lesiones a la salud, ha señalado el Consejo de Estado:
“Y, si bien en materia médico – sanitaria la regla general se mantiene inalterable, esto es, que el cómputo del término inicia a partir del día siguiente de la ocurrencia del hecho, omisión u operación que desencadena el daño, lo cierto es que existen dos supuestos en los cuales el citado principio de la prevalencia de lo sustancial sobre lo formal hace que se aligere o aliviane la disposición del numeral 8 del artículo 136 del C.C.A.; estos dos hipótesis son: i) hasta tanto la persona no tenga conocimiento del daño, al margen de que el hecho o la omisión médica se haya concretado en un día distinto o años atrás del momento en que se establece la existencia de la lesión antijurídica y ii) cuando existe un tratamiento médico que se prolonga en el tiempo y respecto del cual se le genera al paciente una expectativa de recuperación. 

En el segundo escenario el paciente tiene pleno conocimiento del daño pero el servicio médico le brinda esperanzas de recuperación al someterlo a un tratamiento que se prolonga en el tiempo. En este tipo de circunstancias, el conteo de la caducidad no inicia hasta tanto no se haya proferido el diagnóstico definitivo del paciente; entonces, si el paciente padece el daño y, por lo tanto, conoce el hecho o la omisión y el daño antijurídico, pero no ha sido expedido un diagnóstico concluyente, sino que, por el contrario es parcial o temporal, no es posible radicar en cabeza de la persona el deber de demandar o accionar puesto que no conoce, hasta el momento, las condiciones de la lesión, esto es, si es definitiva, temporal, parcial, total, reversible o irreversible, etc. 

Es necesario insistir que el matiz introducido sólo tiene aplicación sobre la base de que la demanda se relaciona con la responsabilidad extracontractual del servicio sanitario, salvedad que quedó contenida en la sentencia de 14 de abril de 2010, oportunidad en la que esta Sección discurrió así: 

“Por consiguiente, la valoración médica y la finalización del tratamiento, en el asunto específico, no modifica el conteo de la caducidad, ya que como se señaló, los demandantes fueron conscientes y, por lo tanto, advertidos del daño desde la fecha en que se produjo el incidente, esto es, el 19 de mayo de 1996, sin que en el caso concreto el conocimiento de las secuelas del mismo, ni la cesación del servicio médico influyan en el cómputo del plazo de caducidad, máxime si se tiene en cuenta que la demanda se dirige a que sean indemnizadas las lesiones producto del accidente, no las que devienen de un yerro médico.”
 (Se destaca).  

Como se aprecia, la excepción referida a la “valoración médica final” o de “diagnóstico definitivo”, sólo tiene la virtualidad de prolongar el cómputo de la caducidad en asuntos de responsabilidad médica – hospitalaria, es decir, cuando el daño se concretó en desarrollo del servicio de salud bien a través de un acto médico, paramédico o extramédico.”   

Con base en el pronunciamiento que precede y la abundante jurisprudencia sobre la materia, es claro para el Juzgado que si bien en algunos casos, por razones de dudas respecto de la fecha de ocurrencia del hecho, y en procura de garantizar el derecho de acceso a la justicia, se acostumbra diferir el estudio para la fecha del fallo definitivo, al amparo de los principios Pro actione, Pro Homine y/o Pro Damato, en todo caso son situaciones excepcionales soportadas en dudas razonables, no así en eventos en los cuales no existen vacilaciones, dado a lo datos evidentes que arroja el material probatorio obrantes en el expediente.

Al punto que echar de menos las pruebas en el proceso, existiéndolas, deviene en defecto fáctico que desconocería el debido proceso.

2. Análisis del caso concreto.

La señora LUZ MARINA MARÍN SALAZAR, pretende que por el medio de control de reparación directa, se declaren responsables de los daños sufridos en su integridad psicofísica  y como consecuencia se condene al INVIMA y al Ministerio de Salud y Protección Social, a que le paguen por concepto de perjuicios extra patrimoniales (daños morales y a la vida de relación) y patrimoniales, derivados de la presunta falta de inspección, vigilancia y control técnico científico en la autorización para el uso médico de las prótesis mamarias PIP (Poly Implant Prothese), por parte de los demandados.
A modo de síntesis los hechos se contraen en señalar que le fue implantada las prótesis de marca Poly Implant Prothese-PIP, marca que luego fue excluidas del mercado por orden del INVIMA, previo a un proceso de alarma y cierre de la misma, en el periodo 06 de abril al 12 de octubre de 2010, debido a los riesgos para la salud pública.
A su vez, para demostrar el daño allegó a folio 29 examen de ecografía mamaria, del 09 de diciembre de 2010, en la cual se describe: 
“…mama izquierda. Implante unicameral de silicona, se observa líquido por fuera de la membrana del implante a nivel de 4 horas periareolar con aumento del número de pliegues radiales, signo probablemente de ruptura intracapsular y contractura capsular. La piel, el tejido celular subcutáneo y los planos musculares son normales. Se encontró una mama con parénquima homogéneo. No se descubren nódulos sólidos, quistes o calcificaciones. Las áreas retroarelares tienen aspecto normal. En la región axilar no se observan adenopatías patológicas.
CONCLUSION. Ruptura intracapsular del implante de la mama izquierda con signos de contractura capsular…
”

Así mismo, a folios 31 y 32, aparece Historia Clínica en la cual se indica el cambio de prótesis, de fecha 04 de enero de 2011.
Conforme con lo anterior es evidente para el Juzgado, por estar así demostrado en el dossier, que la demandante para el 9 de diciembre de 2010 conocía el daño causado por la prótesis que motivó la presente demanda, y como lo argumenta la parte demandada, a más tardar del mismo tenía conocimiento el 04 de enero de 2011. 

En tal dirección si de reclamar los perjuicios se trataba por la mala calidad de las prótesis, independientemente de la fecha en que la entidad formuló las alarmas y el cierre de la misma, ha debido hacerlo dentro de los dos años siguientes a la fecha en que conoció del daño, en este caso el 12 de octubre de 2012 y a más tardar el 04 de enero de 2011, sin contar el término de suspensión por efectos de la conciliación extrajudicial.

No obstante, la actora, formuló la conciliación ante la Procuraduría el 20 de septiembre de 2013, y luego el 18 de diciembre de 2013, cuando ya había caducado la acción. La anterior situación surge con tanta evidencia que no encuadra dentro de las hipótesis de dudas que ameriten diferir el análisis del hecho, por las razones que por acceso a la justicia ha señalado la jurisprudencia. 

Visto así las cosas, si bien el Juzgado en su primer estudio y análisis de los hechos sostuvo una postura contraria, en todo caso ahora la enmienda y de cara a los principios de seguridad jurídica, celeridad y economía procesal, se declarara la caducidad y se posibilitara a las partes la notificación de este proveído para que ejerzan su derecho a la defensa.

En mérito de lo anteriormente expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Oral de Medellín, 

RESUELVE:

PRIMERO. Dejar sin efecto el auto expedido en la audiencia inicial, por medio del cual se difirió para la sentencia y en todo caso para cualquier momento para resolver sobre la caducidad de la acción.

SEGUNDO. Declarar la caducidad de la acción  para incoar el medio de control de reparación directa, en la demanda objeto de análisis en este proveído.
TERCERO. Dejar en firme los demás aspectos del auto proferido en la audiencia inicial, referente a las demás excepciones. 

CUARTO. Ejecutoriada la presente providencia, remítase por secretaría el expediente al Tribunal Administrativo de Antioquia. 

NOTIFÍQUESE,

EVANNY MARTÍNEZ CORREA  

Juez

	JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO MEDELLÍN

Siendo las ocho de la mañana (8:00A.M) del día de hoy DIECISÉIS (16) DE JUNIO DE 2015 se notifica a las partes la providencia que antecede por anotación en Estados.

                      _____________________________
 JUAN DAVID ISAZA MARÍN 
Secretario


�. El presente fragmento como los que siguen, fueron extraídos de la Sección Tercera, Subsección “C” auto número 49.787, radicado 080012331003201300671-01 del 3 de marzo de 2014. 











� “(…) durante la marcha del proceso son innumerables las ocasiones en que corresponde a la parte ejercitar determinado acto, cuya omisión le traerá la pérdida de una oportunidad procesal; es lo que se denomina cargas procesales.” DEVIS Echandía, Hernando “Teoría General del Proceso”, Ed. Universidad Editores, Buenos Aires, Pág. 44. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias de: 11 de mayo de 2000 exp. 12200; 10 de noviembre de 2000 exp. 18805; 10 de abril de 1997 exp. 10954, y de 3 de agosto de 2006, exp. 32537. Autos de: 3 de agosto de 2006, exp. 32537; 7 de febrero de 2007, exp. 32215. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente No. 19.154.


�. Ver folio 29.





